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ASUNTO

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto en contra de la decisión proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, mediante la cual se abstuvo de decretar la preclusión solicitada. Igualmente deberá definir lo pertinente acerca del impedimento manifestado por el titular de ese despacho.
ANTECEDENTES

De la información allegada a la carpeta, se puede extraer que los hechos generadores de la actuación tuvieron ocurrencia el 24 de abril de 2008, cuando a eso de las diez de la mañana, al arribar  la señora Cecilia -o Arcilia- García Largo a su lugar de trabajo, ubicado en la casa 2 conjunto residencial Bosques de Santa Elena de esta ciudad, la abordó su empleadora Ana María Henao Rodríguez acompañada de cuatro individuos más, quienes la retuvieron y torturaron para que devolviera dinero y joyas hurtadas, siendo obligada a llamar a su familia, concretamente a su ascendiente para que indicara dónde se encontraba lo apoderado.  Se informa que jugaron a la “ruleta rusa” con ella y le advirtieron que le cortarían los dedos de la mano si no regresaba los elementos, por lo que se vio obligada a llamar a su novio Jhon Jairo Cárdenas Guarín, al hacerles creer que él los tenía.  Así mismo por parte de Ana María se dio orden a los encargados de la portería de la urbanización para que ninguna persona ingresara a la residencia, y una vez hizo presencia el señor Cárdenas Guarín, la víctima aprovechó para fugarse y dar cuenta de lo sucedido al vigilante del parque del café.

La representante de la Fiscalía argumentó que pese a haber tratado de fortalecer la investigación a través de los medios de que dispone, teniendo en cuenta los elementos materiales recaudados y las dudas que le generó la posible comisión de los hechos, solicitó preclusión de conformidad con lo reglado en el artículo 332 numeral 3, por inexistencia de la conducta investigada, lo cual fue coadyuvado por  la defensa.

DETERMINACIÓN RECURRIDA

El operador jurídico al analizar la actuación y previa verificación de la carpeta del caso, consideró que tratándose de conductas como las denunciadas, no se puede esperar que se realicen a la vista de múltiples testigos, toda vez que éstas se ejecutan en la mayor soledad posible, por lo que la versión de la víctima debe ser sometida a un riguroso análisis para verificar su validez, y al considerar que existen elementos de convicción para afirmar que la manifestación de la señora García Largo estuvo ajustada a lo acontecido, se abstuvo de acceder a la petición de preclusión, para lo cual debió analizar las declaraciones, entrevistas e informes obrantes en el caso, que lo llevó a concluir que lo dicho por la quejosa encuadra en una gran cantidad de situaciones que confirman su manifestación, al no aparecer su dicho aislado o descontextualizado.  Proferida la decisión por la que negó la petición, se declaró impedido para seguir conociendo el asunto.

SUSTENTACIÓN DEL RECURSO

Por la Fiscalía -recurrente-

Argumentó que para formular acusación el artículo 336 del C. de P. Penal exige unos presupuestos que no se logran acreditar con los elementos materiales probatorios que posee la Fiscalía, al no ser posible establecer que la conducta delictiva existió, razón para haber solicitado la preclusión de la investigación.
Luego de narrar los hechos y hacer una fuerte crítica a los testimonios de Cecilia García Largo y Jhon Jairo Cárdenas Guarín, estima que no se puede acreditar que en efecto hubiera existido un secuestro y menos una tortura, tampoco las posibles lesiones en su cuerpo las cuales no ratificó el médico legista que examinó a la presunta afectada.

Reitera que por las circunstancias del hecho, no se puede determinar que en efecto Cecilia Largo estuviera retenida contra su voluntad en aquella residencia y que la Policía hizo presencia al ser avisada del hurto cometido contra la aquí imputada, mas no porque se hubiera dado noticia del posible secuestro.

Formula crítica a la decisión a quo, para concluir que no existe la prueba indicativa de que hubiese existido la tortura y menos el secuestro, por lo que –sostiene- es viable aplicar el artículo 332-3 y por en decretar la preclusión de la instrucción, previa la revocatoria del auto de primera instancia.
La defensa – no recurrente -
De entrada hizo alusión a la decisión de los jueces de control de garantías en primero y segundo grados por la cual se negó la imposición de medida de aseguramiento a su mandante, para señalar que la prueba obtenida no permite inferir su participación en tal hecho.

Sostuvo que Ana María Henao, en ningún momento retuvo a Arcilia o Cecilia García como tampoco se le afectó con violencia física o sicológica, dado que ella durante el día tuvo completa libertad y sólo se avisó a los celadores del conjunto residencial con la finalidad de que no la dejaran salir mientras llegaba la policía, toda vez que se había perpetrado un hurto contra bienes de la ahora imputada, sobre lo cual se inquirió a la empleada.
En su concepto, existen contradicciones entre lo indicado por Arcilia o Cecilia García y su novio Jhon Jairo Cárdenas, concluye que no se estructura el delito de tortura, tampoco el de secuestro simple y que con los medios probatorios a cargo de la Fiscalía, es imposible formular una acusación y menos pedir una sentencia condenatoria, por lo que coadyuva la petición de la Fiscalía, en el sentido de que se revoque la decisión impugnada y se precluya la investigación.

Por último, disertó respecto de un antecedente penal que registra la señora Ana María Henao Rodríguez por el delito de lavado de activos.

CONSIDERACIONES 

COMPETENCIA

La Colegiatura se encuentra habilitada para conocer y decidir sobre el recurso materia del presente análisis, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial que determinan la competencia, y de lo estipulado por el numeral  primero del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, la cual gobierna el desarrollo de este trámite procesal.

PROBLEMA JURÍDICO

Le corresponde a esta Colegiatura determinar si la decisión de no decretar la preclusión adoptada por el Juez de Instancia es correcta, en cuyo caso habrá de impartírsele confirmación o si, por el contrario, tal proceder fue equívoco, se deberá disponer el correctivo a que haya lugar.

SOLUCIÓN

Conforme lo predican el artículo 250 de la Constitución Nacional y el 200 de la Ley 906 de 2004,  la Fiscalía General de la Nación, ostenta el ejercicio de la acción penal y le corresponde realizar la indagación o investigación de los hechos que revistan características de un delito  de los cuales tenga conocimiento. En ese orden igualmente se  le facultó para solicitar al Juez de Conocimiento la preclusión de la actuación, cuando considere que no existe mérito para formular imputación o acusación en contra de quien tiene la calidad de indiciado o imputado.

De acuerdo con lo preceptuado por el ordenamiento jurídico, la realización de una conducta ilícita, legitima el ejercicio de la función punitiva del Estado y corresponde a la Fiscalía el deber de realizar la investigación de aquellas que revistan las características de un delito, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen su posible existencia, a través de un procedimiento constituido por distintas etapas, que termina normalmente con una sentencia y extraordinariamente con preclusión de la investigación, de concurrir alguna de las hipótesis contempladas por el artículo 332, pues no tendría justificación cursar todo el trámite, si se ha demostrado la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la función punitiva.

La razón invocada por la representación de la Fiscalía, y coadyuvada por la defensa para solicitar la preclusión en favor de Ana María Henao Rodríguez, se sustenta en la causal tercera del artículo 332, relacionada con la inexistencia del hecho investigado, habida cuenta que en su sentir, la manifestación esgrimida por la supuesta víctima no tiene sustento probatorio.

Al respecto, ha de indicarse que la Sala encuentra ajustados los argumentos esbozados por el a quo, en cuanto hace alusión a las circunstancias que rodearon el acontecer fáctico que se predica de la señora Henao Rodríguez, ya que como lo expresara el juzgador primario quien tuvo de presente la información relativa al caso, se tiene que la señora Cecilia García Largo, una vez llegó a laborar en los quehaceres domésticos, fue retenida por varias horas, tanto por la  aquí investigada, como por otros cuatro individuos, uno de los cuales portaba un arma de fuego, quienes de manera insistente le  reclamaban la devolución de dinero y joyas que al parecer fueron hurtados de esa residencia.

La manifestación de la víctima, ciertamente no es insular o carente de comprobación, toda vez que la misma está corroborada por las entrevistas rendidas por su novio o amigo Jhon Jairo Cárdenas Guarín, quien asevera que al llegar a la residencia aludida y donde se hallaba Cecilia, fue abordado por dos sujetos que lo requirieron por un dinero, mientras uno de ellos lo encañonaba con un arma como lo hicieron con la señora García Largo, y así mismo lo amenazaban con cortarle los dedos de la mano utilizando un machete.

Nótese que la información que desde el primer momento entregó la víctima, indicaba la presencia, además de Henao Rodríguez, de otros individuos, uno de los cuales portaba un arma con la cual fue intimidada y dicha manifestación -referente a la presencia de estos sujetos- fue corroborada, además del señor Cárdenas, por quien ejerce el cargo de secretaria de la administración del conjunto donde ocurrieron los hechos, la cual adujo haber observado la presencia de dos personas desconocidas, una de ellas con un arma y al llamar a la portería para averiguar lo pertinente,  se le indicó que éstos habían llegado a la casa 2 y que existía una orden emanada de Ana María para no llamar a la Policía, lo que permite inferir que en el interior de esa vivienda estaba acaeciendo una actividad fuera de lo común, pues las reglas de la experiencia enseñan que no es normal que se vean personas ajenas a la urbanización portando armas, y más extraño aún, que se desautorizara a los empleados de vigilancia para que dieran  aviso a las autoridades, situación que motivó a esta testigo a requerir la presencia de los uniformados.

Es evidente que para la comisión de una conducta como la efectuada en contra de la señora  García Largo, ésta se realice con la menor presencia de testigos y para éste caso específico, se ejecutó en el interior de la vivienda donde laboraba y en la que se encontraban, además de su empleadora, los cuatro individuos que la coaccionaron para que hiciera entrega de lo presuntamente hurtado, situación que no se quedó en la sola exposición de la víctima, sino que fue corroborada por el señor Cárdenas Guarín, quien  si bien no fue testigo de todos los vejámenes sufridos por la señora Cecilia durante las varias horas que permaneció en dicha situación, sí dio fe de la actitud que los sujetos asumieron frente a él y que no pudo haber sido diferente en torno a la persona que para ellos era la autora del delito contra el patrimonio económico de Henao Rodríguez.

Contrario a lo argüido por la Fiscalía y coadyuvado por la defensa, se advera que el procedimiento desarrollado por la procesada, tal vez estaba encaminado a obtener a través de medios coercitivos, la recuperación de elementos que al parecer le fueron hurtados, sin importar que para ello se tuviera que incurrir en conductas que pueden constituir atentados contra determinados bienes jurídicos como los de la libertad individual y la autonomía personal, de suerte que la decisión adoptada  por el Juzgado al negar la solicitud preclusoria se observa atinada y por consiguiente no queda alternativa diferente a la de ratificarla en su integridad.
Ahora bien, en cuanto a la causal de impedimento que invocó el operador jurídico en el auto objeto de alzada, esta Sala no encuentra esa necesidad, por cuanto al haber obrado cambio de titular del despacho la misma se advera improcedente.
Por último, considera importante la Colegiatura destacar que la audiencia de sustentación del recurso de apelación contra el proveído que aquí se examina, se frustró durante seis oportunidades en las cuales la Fiscalía pidió su aplazamiento, lo cual aunado a la gran congestión que agobia a la Sala Penal, se advierte un inusitado estancamiento del curso investigativo, de suerte que se debe conjurar cualquier forma atípica de terminación de la investigación, entre otras razones para no dejar en ciernes el derecho que le pueda asistir a la presunta víctima.
DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:

Primero: CONFIRMAR la determinación proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, en cuanto fue objeto de impugnación.

Segundo: No atender el impedimento que expresa el señor Juez doctor Luis Fernando Valderrama Guzmán, toda vez que ya no es él quien desempeña esa labor.

La presente providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO 




      JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado                                                 Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ                 JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado 
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